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Sabanalarga, seis (06) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

 

PROCESO:  ACCIÓN DE TUTELA. 

REFERENCIA: 08-638-40-89-003-2023-00133-00.       

ACCIONANTE: MARGARITA ROSA GONZÁLEZ OSORIO 

ACCIONADO: 
SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL Y COMITÉ ORGANIZADOR DEL 

CONCURSO PREMIO A LA EXCELENCIA ACADEMICA 2022  

 

ASUNTO 

 

Se procede a dictar fallo dentro de la acción de tutela promovida por la señora MARGARITA ROSA GONZÁLEZ 

OSORIO, quien actúa en nombre de sus hijos LUCAS DE JESUS VERGARA GONZALEZ, VALERIE VERGARA 

GONZALEZ, en contra de SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL y COMITE ORGANIZADOR DEL 

CONCURSO PREMIO A LA EXCELENCIA ACADEMICA 2022.   

 

ANTECEDENTES 

 

Refiere el accionante que se encuentra vinculada a la Gobernación del Atlántico, desde el 26 de enero de 2006, 

actualmente en el cargo de secretario, Código 440, Grado 19.  

 

Manifiesta que La Resolución No. 1126 de 2020, expedida por la Secretaría General del Departamento del Atlántico, 

tiene como objeto "Establecer el procedimiento del concurso y el reconocimiento de premios a los estudiantes 

vinculados con la Gobernación del Atlántico en su calidad de funcionarios públicos y su núcleo familiar”. El Art. 

Decimoséptimo del mencionado acto establece los beneficios económicos para los estudiantes ganadores, que, para 

mi caso concreto, por estar sindicalizada, consiste en el pago del 100% del valor de la matricula educativa. 

 

Así mismo, relata el accionante que inscribió a sus hijos Lucas y Valerie Vergara González para el concurso de la 

vigencia 2022.   

 

Manifiesta que la  resolución No. 1126 de 2020, expedida por la Secretaría General del Departamento, consagra en 

su Art. Sexto los requisitos que deben contener los “certificados de notas”, que básicamente son: “a. Número de 

identificación del establecimiento en el registro educativo; b. Constancia de la providencia de aprobación del 

establecimiento y de los cursos a que dicha aprobación se extiende; c. Nombres, apellidos y numero de documento de 

identificación del alumno; d. Curso al cual se refiere la certificación y año en que se realizó; e. Lista de asignaturas con 

intensidad horaria y las calificaciones que en definitiva se obtuvieron expresadas en letras y en números, y al final el 

promedio acumulado del respectivo año lectivo; f. Fecha de expedición”. 

 

Seguidamente la accionante Aduce que, Cumpliendo con esa estipulación, aportó los informes de notas de los 

estudiantes Lucas y Valerie Vergara González, los cuales aparecen con la denominación de “informe” y no de 

“certificación”. Independientemente de esa diferencia semántica, cumplen a cabalidad con los requisitos exigidos por 

la norma transcrita, pues contienen todos y cada uno de sus ítems.   

 

Finalmente cita el accionante que el   Comité Evaluador del concurso rechazó a sus hijos, en consideración a que “El 

documento que contiene las calificaciones y promedios requeridos por las bases del concurso no cumple con las 

características exigidas. Corresponde al "Informe Académico Final de Evaluaciones" y no es un certificado de notas”  

 

Ante el reclamo formal que presento el accionante al Comité (fechado marzo 21 de 2023), le ratificaron una respuesta 

negativa – mediante oficio sin número de abril 17 de 2023 –, ratificando, sin ningún argumento adicional, su decisión 

inicial.  
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Seguidamente alega que la institución educativa HOWARD GARDNER BILINGUAL SCHOLL de Sabanalarga, hizo 

constar (certificaciones de marzo 21 de 2023) que los informes de notas aportados por los concursantes equivalían a 

certificados de las notas obtenidas por los estudiantes durante el año 2022, gozando de “total validez”.   

 

La Resolución No. 1126 de 2020 se centra en que la institución educativa, plena y legalmente identificada, haga constar 

formalmente las materias cursadas, la intensidad académica de las mismas, sus calificaciones y el promedio obtenido 

por el estudiante durante el año académico. 

   

El criterio de distinción entre informe final de evaluaciones y certificación de notas no fue aplicado por el Comité 

Evaluador en el concurso del año 2022, en cuanto a los estudiantes Alejandro José Berdugo Manjón y Nicolás Elías 

Berdugo Manjón, hijos del servidor público de la Gobernación (Técnico Operativo) Otón Alberto Berdugo Mendoza. 

Los antes mencionados, estudiantes del mismo HOWARD GARDNER BILINGUAL SCHOLL, anexaron sus Informes 

Académicos Finales de Evaluaciones del año 2021, declarándose por el Comité que CUMPLÍAN con los requisitos del 

concurso, siendo favorecidos con las respectivas becas. Esto, a través de la Resolución 2003 de 2022 8- No se 

entiende entonces como para un año se avalan los informes de notas y para el siguiente se descartan, por no ser 

llamados “certificación”. Ese comportamiento vulnera el derecho fundamental a la igualdad. 

 

PRETENSIONES. 

 

Mediante acción de tutela, el accionante pretende:  se ordene a los accionados revocar su decisión de excluir del 

concurso a sus menores hijos, declarando que sus documentos cumplen con los requisitos de la Resolución No. 1126 

de 2020 y que debe otorgárseles el reconocimiento académico.   

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Estando dentro del término legal, mediante auto del veinticuatro (24) de mayo del dos mil veintitrés (2023), se admitió 

la presente acción, y se ordenó a la accionada informar dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, las razones 

de defensa que le asisten frente a las pretensiones de la tutela.  

 

Notificada en debida forma la accionada SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL, entrego informe de 

contestación a la presente acción constitucional haciendo y manifestó entre otras que: la GOBERNACIÓN DEL 

ATLÁNTICO cumplió con cada uno de los presupuestos jurisprudenciales relativos a la respuesta a los derechos de 

petición, ya que la misma se resolvió de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado, encuentra que, 

lo resuelto cumple con rigor las previsiones estimadas por la Corte Constitucional para tener por salvaguardado el 

derecho fundamental de petición. 

 

ACERVO PROBATORIO 

 

El accionante aporta como prueba de sus hechos, los siguientes: 

 

1. Copia Registros Civiles hijos.  

2. Copia Resolución 01126 de 2020  

3. Copia Convocatoria  

4. Formatos de Reconocimiento  

5. Certificados de Estudiante 

6. Acto administrativo Resultado 

7. Oficio de Reclamación 

8. Respuesta Comité de Reclamos. 

09. Copia Resolución 2003 de 2022.  
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Pruebas aportadas por la accionada.   

 

1. Resolución N°01126 de 2020. 

2. Convocatoria concurso excelencia académica. 

3. Acta N°1 comité evaluador de fecha 13 de marzo de 2023 

4. Radicado N°20230500029342 por medio del cual se presenta la reclamación por parte de la funcionaria Margarita 

González Osorio. 

5. Acta N°1 comité de reclamos de fecha 29 de marzo de 2023  

6. Decreto No. 000007 de 2020 “Por medio del cual se hacen unos nombramientos con carácter ordinario”  

7. Acta de Posesión No.019285 del 02 de enero de 2020.  

8. Decreto de Delegación No. 000067 del 09 de enero de 2020.  

9. Copia de Cedula de ciudadanía.  

 

CONSIDERACIONES 

 

La Acción de Tutela es una institución jurídica que protege y defiende los derechos constitucionales fundamentales, 

que es una de las novedades que consagra la constituyente del año 1991, en el Artículo 86 de la Carta Magna, 

reglamentado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, al tenor dice: 

 

 “(…) Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública…” 

Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 

circunstancias en la que se encuentra el solicitante, debido a que en definitiva implica hacer un 

estudio analítico del mecanismo judicial “ordinario” previsto por el ordenamiento jurídico en cuanto 

a su idoneidad para conseguir el propósito perseguido” (…). 

 

De lo dicho se puede concluir que la acción de tutela solo procede para proteger derechos fundamentales, más no 

otros de distinto rango, cuando resulten amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública o por particulares 

con las características descritas en el inciso final del artículo 86 de la Constitución Nacional, siempre que el solicitante 

no cuente con otro medio de defensa judicial, a menos que busque un amparo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

Este remedio extraordinario de protección de los derechos fundamentales de rango de constitucional, tiene operancia 

mediante un procedimiento preferente y sumario, con la intervención del aparato jurisdiccional a través de cuyos 

pronunciamientos deben tomarse las medidas necesarias para su efectiva protección. 

 

COMPETENCIA 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, este Juzgado es competente para 

conocer la presente acción de tutela. 

 

 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER 
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Conforme a lo expuesto en precedencia, este Juzgado se adentra a verificar si: I) Si la acción de tutela constituye el 

único mecanismo idóneo de protección de derechos fundamentales aducidos por el gestor, o por el contrario se torna 

improcedente como mecanismo principal de defensa; y II) Si en el procedimiento agotado por la accionada se 

desconoce de manera flagrante la garantía al debido proceso. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

CARÁCTER SUBSIDIARIO O RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. 

 

Ha sido reiterada la jurisprudencia proferida por esta Corporación en relación con la subsidiariedad de la acción de 

tutela, al señalar que este mecanismo judicial excepcional, tal y como lo dispone el artículo 86 de la Constitución y el 

artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no procede cuando la persona cuenta con otros mecanismos para asegurar la 

protección de sus derechos, a menos que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

  

Con todo, también se ha considerado que la acción de tutela y su procedibilidad ha de ser considerada en concreto y 

no en abstracto, pues vista la naturaleza y características propias de esta acción, la protección efectiva de los derechos 

habrá de prodigarse de conformidad con las circunstancias de cada caso específicamente considerado, pues de ser 

idónea la acción de tutela, ésta desplaza el mecanismo ordinario y se convierte en la vía principal de defensa.1 Pero si 

por el contrario, esos otros mecanismos judiciales son lo suficientemente eficaces, el amparo resulta improcedente2. 

  

Así mismo, no se puede justificar de manera exclusiva la viabilidad de la acción de tutela a partir de la celeridad con 

que ésta se puede tramitar, pues de ser así, las demás vías judiciales de defensa se tornan en ineficaces, y ello 

supondría un desajuste al sistema judicial en su integridad: 

  

“Ahora bien, una de las características esenciales de la tutela es precisamente la celeridad y brevedad con 

que la persona obtiene una decisión judicial.  Pero esa sola circunstancia no significa per sé que pueda 

desplazar cualquier otro mecanismo, porque se llegaría al absurdo de anular el sistema procesal diseñado 

por el legislador, más aún cuando la protección de derechos fundamentales no es un asunto reservado 

únicamente al juez constitucional en sede de tutela, sino que debe inspirar todo el ordenamiento con 

independencia del mecanismo por medio del cual se haya puesto en funcionamiento la administración de 

justicia.”3  

  

Por lo anterior, resulta importante priorizar la adecuada aplicación del principio de subsidiariedad, pues, vistas las 

circunstancias fácticas concretas a cada caso, ello permite articular de manera dinámica y exacta la participación de 

los jueces en la determinación del espacio jurisdiccional correspondiente a fin de evitar que se presenten interferencias 

indebidas e invasiones de competencia. 

 

El inciso tercero de este artículo consagra el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se trata de una condición 

de procedibilidad del mecanismo concebido para la adecuada y eficaz protección de los derechos fundamentales. En 

desarrollo del artículo 86 superior, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Ley 2591 de 1991, establece que la acción 

de tutela será improcedente cuando existan otros medios de defensa judicial eficaces para resolver la situación 

particular en la que se encuentre el solicitante. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-127 de 2001, T-384 de 1998 y T-672/98, entre otras. 
2 Corte Constitucional, sentencias T-620 de 2002, T-999 de 2001, T-968 de 2001, T-875 de 2001, T-037 de 1997, 

entre otras 
3 Corte Constitucional, Sentencia T-500 de 2002 MP. Eduardo Montealegre Lynett 
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Desde sus primeros pronunciamientos, refiriéndose al carácter residual y subsidiario de la acción de tutela, la Corte 

explicó: 

 

 “… la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho 

creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, 

respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante 

los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento 

constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones 

normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los 

actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental.  De allí que, como lo señala el artículo 86 de la 

Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho 

transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable entendido éste último como aquél que tan sólo puede resarcirse en su integridad mediante el 

pago de una indemnización (artículo 6º del Decreto 2591 de 1991).” 

 

En este sentido, la Corte ha determinado que la acción de tutela no procede como mecanismo principal para la 

protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos 

administrativos, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar la configuración de un perjuicio 

irremediable, evento en el que el juez de tutela únicamente podrá suspender la aplicación del acto administrativo 

mientras se surte el respectivo proceso ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa (artículos 7 y 8 del Decreto 

2591 de 1991). 

 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO. 

 

En reiteradas oportunidades la Corte Constitucional ha señalado que la acción de tutela es el mecanismo judicial de 

carácter excepcional consagrado en la Constitución para la protección efectiva de los derechos fundamentales, la cual 

será procedente en ausencia de las vías judiciales ordinarias o en presencia de ellas, pero con el único fin de evitar un 

perjuicio irremediable. 

  

Por su parte el derecho al derecho al debido proceso encuentra sustento constitucional en varias normas de la Carta 

Política, siendo el artículo 29 el que de manera expresa dispone los lineamientos esenciales del mismo. Según el 

contenido del artículo 29 Superior, todas las personas cuentan con unas condiciones sustanciales y procedimentales 

mínimas las cuales garantizan la protección de sus derechos e intereses, así como también permiten la efectividad del 

derecho material. 

  

Las anteriores apreciaciones se encuentran ampliamente explicadas por la Corte entre otras en la sentencia T-280 de 

1998, Magistrado Ponente, Alejandro Martínez Caballero, que al respecto señaló: 

  

“El debido proceso es todo un conjunto de derechos de las personas expresado en los artículos 28 (libertad 

de movimiento y otras cortapisas que se le imponen al Estado), 29 (el propio debido proceso y el derecho de 

defensa), 30 (recurso de habeas corpus), 31 (doble instancia), 33 (inmunidad penal), 34 (prohibición de 

destierro, confiscación y prisión perpetua), 36 (derechos de asilo). La importancia del debido proceso se liga 

a la búsqueda del orden justo, por consiguiente, en la Constitución de 1991 el debido proceso es algo más 

profundo que tipificar conductas, fijar competencias, establecer reglas de sustanciación y ritualismos, indicar 

formalidades y diligencias, como se deducía de los términos empleados por la ley 153 de 1887. 

  

“El debido proceso no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo 

insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más 

que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, 

libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo. 2. Reglas y principios en el debido 
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proceso. En el Titulo “De los principios fundamentales” de la Constitución está incluido el artículo 2° que 

señala como fin esencial del Estado la efectividad de los principios. En el artículo 228 se establece la 

prevalencia del derecho sustancial, en el artículo 229 de la C. P. se consagra el acceso a la administración 

de justicia, en el artículo 230 se habla del imperio de la ley y en el artículo 29 se desarrolla el debido proceso. 

Respecto a esta última norma, la enumeración allí contenida no puede ser una camisa de fuerza, sino que se 

trata de las llamadas NORMAS ABIERTAS. Entonces, la discrecionalidad del juez (característica de la escuela 

antiformalista del realismo jurídico norteamericano) permite que la cláusula abierta sea un instrumento 

fundamental para lograr la finalidad constitucional del debido proceso.  Sobre este tópico de las normas 

abiertas, Ernest Fuchs, a principios del siglo, dijo: ‘en los estudios, la ciencia y la praxis las reglamentaciones 

procesales no tienen por qué jugar un papel mayor que el que en la medicina tiene la reglamentación 

hospitalaria’. 

  

“Pero esta posición lleva a un planteamiento más de fondo: el debido proceso que se ampara con la tutela 

está ligado a las normas básicas constitucionales tendientes al orden justo (para ello nada más 

necesario que el respeto a los derechos fundamentales); ello implica asegurar que los poderes 

públicos constituidos sujeten sus actos (sentencias, actos administrativos) no solamente a las 

normas orgánicas constitucionales sino a los valores, principios y derechos y este sería el objeto de 

la jurisdicción constitucional en tratándose de la tutela.4” (Subraya y negrilla fuera del texto original). 

 

Dentro de los lineamientos anteriores se advierte entonces, que el debido proceso comprende esencialmente el respeto 

de un procedimiento previamente establecido por la ley, y cuya finalidad es garantizar los derechos sustanciales. 

  

Consecuencia del respeto al debido proceso es que quienes hagan parte de un proceso de orden administrativo o 

judicial, podrán, en defensa de sus intereses particulares participar activamente del mismo, sentando su punto de vista, 

aportando las pruebas que consideren pertinentes, controvertir las que aporte su contraparte y someterse de manera 

respetuosa a la decisión que dicte el juez al finalizar el proceso. 

  

Así, el respeto por el debido proceso tendrá plena aplicación en todas aquellas actuaciones de la administración, ya 

sea en el trámite de un proceso administrativo o de carácter judicial. 

  

Ahora bien, como se dijo en un principio, la acción de tutela podrá surgir como un mecanismo judicial que proteja de 

manera transitoria los derechos de los particulares, cuando quiera que estos se encuentren expuestos a la ocurrencia 

inminente de un perjuicio irremediable. 

  

Sobre el particular la jurisprudencia constitucional también ha dejado en claro que la acción de tutela como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable es procedente de manera excepcional cuando quiera que se reúnan los 

elementos que confirman la presencia de una circunstancia de estas características. Recuérdese que en sentencia T-

225 de 1995, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, se señaló que se está ante un perjuicio irremediable cuando existe “la 

probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada”, supone la verificación de los siguientes 

elementos: i) que el perjuicio sea inminente; ii) que las medidas para conjurarlo sean urgentes; iii) que el perjuicio sea 

grave; y iv) que como consecuencia de lo anterior la acción de tutela sea impostergable.5 

 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES ECONÓMICAS 
 
De manera general, como se ha manifestado en la jurisprudencia, se considera que la acción resulta improcedente 

para el reclamo de prestaciones económicas, para los cuales existen otros medios de defensa judicial, es así, que en 

                                                           
4 Sentencia T-280 de 1998, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
5 Sentencia T-225 de 1995, M.P. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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tratándose de conflictos o reclamaciones de orden económico legales la H. Corte Constitucional, ha sido enfática en 

señalar la improcedencia de la acción, al respecto las sentencias T- 155 de 2010 y T- 499 de 2011, enseñan: 

 

“…Es por ello, que tratándose de conflictos o reclamaciones de orden económico, esta Corporación 

ha sido clara en señalar la improcedencia de la acción, en tanto que para este tipo de conflictos existen en 

el ordenamiento jurídico diferentes mecanismos de protección judicial. 

En este sentido, en la sentencia T-470 de 1998 la Corte dijo: 

Las controversias por elementos puramente económicos, que dependen de la aplicación al caso concreto 

de las normas legales –no constitucionales– reguladoras de la materia, exceden ampliamente el campo 

propio de la acción de tutela, cuyo único objeto, por mandato del artículo 86 de la Constitución y según 

consolidada jurisprudencia de esta Corte, radica en la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los 

derechos constitucionales fundamentales, ante actos u omisiones que los vulneren o amenacen. 

En consecuencia, el rechazo de la acción de tutela por improcedente, respecto de la pretensión de orden 

económico, es lo que impone la Carta Política (C.P., art. 86), en la medida en que no se trata de la 

vulneración de un derecho fundamental y dado que el interesado cuenta con la acción y los recursos 

ordinarios necesarios. 

Posteriormente esta Corporación precisó: 

"Constituye regla general en materia del amparo tutelar, que la jurisdicción constitucional debe 

pronunciarse sobre controversias de orden estrictamente constitucional; por lo tanto, resultan ajenas a la 

misma las discusiones que surjan respecto del derecho..., cuando el mismo es de índole económica, en 

tanto que las discusiones de orden legal escapan a ese radio de acción de garantías superiores, pues las 

mismas presentan unos instrumentos procesales propios para su trámite y resolución. 

A lo anterior debe añadirse que uno de los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela lo 

constituye, precisamente, la amenaza o vulneración de derechos fundamentales de las personas, cuyos 

efectos pretenden contrarrestarse con las respectivas órdenes de inmediato cumplimiento proferidas por 

los jueces de tutela, en razón a la primacía de los mismos (..) 

De lo anterior, se concluye que en materia de tutela, la jurisdicción constitucional debe pronunciarse sobre 
controversias de orden estrictamente constitucional; por lo tanto, resultan ajenas a la misma discusiones de índole 
económica, las cuales, presentan instrumentos procesales propios para su trámite y resolución...” 
 

Expuesto lo anterior, entra el Despacho a exponer el: 

 

CASO CONCRETO 

 

Pretende la señora MARGARITA ROSA GONZÁLEZ OSORIO, quien actúa en nombre de sus hijos LUCAS DE JESUS 

VERGARA GONZALEZ, VALERIE VERGARA GONZALEZ que, con esta acción constitucional de tutela le sean 

protegidos sus derechos fundamentales, sean revocados los actos administrativos que resolvieron excluir del concurso 

“Reconocimiento y Premio a la Excelencia Académica” a sus menores hijos. 

 

En aras de dilucidar la problemática planteada dentro de la presente diligencia de tutela y poder verificar la posible 

vulneración a los derechos fundamentales de los accionantes, este Despacho procede a verificar las pruebas 

documentales anexadas al plenario, de los cuales se puede extraer lo que resulta relevante: 

 

Resolución N°01126 de 2020 ("13Anexo5Resolucion202300133Fecha20230529.pdf") 

Convocatoria Concurso Excelencia ("12Anexo4ConvocatoriaReconocimiento202300133Fecha20230529.pdf") 

Acta N°1 Comité Evaluador ("11Anexo3ActaComiteEvaluacion202300133Fecha20230529.pdf") 

Acta N°1 Comité de Reclamos ("10Anexo2ActaComiteReclamo202300133Fecha20230529.pdf") 

mailto:j03prmpalsabanalarga@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

SIGCMA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL ORALIDAD 
SABANALARGA, ATLÁNTICO. 

 

 
Palacio de Justicia: calle 19 No. 18 - 47. Piso 1 
Telefax: (035) 3 88 5005, ext. 6023.  
Correo: j03prmpalsabanalarga@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Celular: 314 324 6863  
Twitter: @j03prmpals_larg  
Sabanalarga, Atlántico, Colombia 

 

Una vez verificada la documentación aportada en el acápite probatorio y, de acuerdo con la jurisprudencia trazada por 

la Corte Constitucional, no se avizora que exista una controversia sobre la legalidad o no de alguno de los Actos 

Administrativos aportados como pruebas. 

 

La Honorable Corte Constitucional, –Reiteración de Jurisprudencia-, sobre procedencia de la acción de tutela contra actos 

administrativos de contenido particular y concreto ha manifestado: 

 

“El artículo 86 de la Constitución consagra la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario, mediante el 

cual se busca evitar, de manera inmediata, la amenaza o vulneración de un derecho fundamental. Su procedencia está 

condicionada a que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. Sin embargo, esta Corporación ha 

señalado que no puede declararse la improcedencia de la tutela por la sola existencia en abstracto de un medio ordinario 

de defensa judicial. En el marco del caso concreto, el juez constitucional debe analizar si la acción dispuesta por el 

ordenamiento jurídico es idónea y eficaz para proteger los derechos fundamentales comprometidos. En el evento en 

que no lo sea, la acción de tutela procederá para provocar un juicio sobre el fondo. 

 

Por regla general, la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular es improcedente por 

cuanto es posible controvertir su contenido e incluso solicitar su suspensión provisional a través de la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, el amparo procede en estos casos, de manera excepcional, 

cuando la misma se invoque para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 

 

En ese sentido, esta Corporación ha reiterado que, conforme al carácter residual de la tutela, no es, en principio, 

el medio adecuado para controvertir las actuaciones administrativas, pues para ello están previstas las 

acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Sin embargo, cuando los derechos fundamentales 

del accionante resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición tardía de decisiones judiciales propios 

de la referida jurisdicción, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de las garantías 

constitucionales para evitar un daño irreparable:  

 

“La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la 

protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos 

administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) 

que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda 

evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender 

la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 

8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo.” 

 

No obstante, en los casos en los que se compruebe que existe otro medio de defensa judicial, pero éste no resulta 

idóneo ni eficaz para evitar la configuración de un perjuicio irremediable, el juez constitucional debe verificar que el 

mismo sea: (i) inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) grave, esto es, 

que el haber jurídico de la persona se encuentre amenazado por un daño o menoscabo material o moral de gran 

intensidad; (iii) requiera medidas urgentes con el fin de lograr su supresión y conjurar el perjuicio irremediable; y (iv) 

demande la intervención del juez de tutela de forma impostergable para garantizar el restablecimiento integral del orden 

social justo”[83]. 

 

En Sentencia T-1316 de 2001, la Corte concluyó que “no todo perjuicio puede ser considerado como irremediable, 

sino solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad, requiera de medidas de protección 

urgentes e impostergables. Con todo, esta previsión del artículo 86 de la Carta debe ser analizada en forma 

sistemática, pues no puede olvidarse que existen ciertas personas que, por sus condiciones particulares, físicas, 
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mentales o económicas, requieren especial protección del Estado, como ocurre, por ejemplo, en el caso de los niños 

(…)”. Negrillas fuera de texto. 

 

En ese orden, cuando se pretenda la suspensión de un acto administrativo de carácter particular por medio de la acción 

de tutela el juez constitucional tiene la obligación de ponderar en cada caso en particular el cumplimiento de los 

requisitos anteriormente expuestos y verificar que se acredita la gravedad de la situación y la falta de idoneidad y eficacia 

de los mecanismos ordinarios para la real protección de los derechos fundamentales alegados.” 

 

Así mismo, la Corte Constitucional mediante sentencia T-253 de 2020, manifestó como regla general de improcedencia 

de la acción de tutela contra actos administrativos lo siguiente: 

 

“22. Esta Corporación ha establecido que el estudio de procedencia de la acción de tutela, cuando el actor 

pretende controvertir un acto administrativo, debe considerar que el Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo –CPACA– consagró los medios de control de nulidad y de nulidad y 

restablecimiento del derecho, para el efecto. 

 

Particularmente, cuando se trata de la lesión a un derecho subjetivo con ocasión de la expedición de un acto 

administrativo, el afectado puede acudir ante la administración de justicia con el objeto de solicitar la 

nulidad de tal actuación y, del mismo modo, que sea restablecido su derecho de conformidad al artículo 138 

del citado código. Por lo tanto, al existir otros mecanismos judiciales para resolver las pretensiones del actor, la 

tutela se torna improcedente. 

 

23. En este contexto, la jurisprudencia constitucional ha definido, por regla general, la improcedencia de la 

tutela para controvertir actos administrativos en atención a: (i) la existencia de mecanismos judiciales 

ordinarios establecidos para controvertir las actuaciones de la administración en el ordenamiento jurídico; (ii) la 

presunción de legalidad que las reviste; y, (iii) la posibilidad de que, a través de las medidas cautelares, se 

adopten remedios idóneos y eficaces de protección de los derechos en ejercicio de los mecanismos 

ordinarios[103]. 

 

(…) 

 

25. De igual manera, la Sentencia SU-691 de 2017 concluyó que, por regla general, la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo cuenta con los instrumentos procesales idóneos y eficaces para garantizar la 

protección de los derechos fundamentales, materializados en el conocimiento del asunto por jueces 

especializados y en el decreto de medidas cautelares de protección. 

 

Sin embargo, lo anterior no implica la improcedencia automática de la acción de tutela, puesto que los jueces 

constitucionales tienen la obligación de establecer la idoneidad y eficacia de los medios judiciales ordinarios y 

extraordinarios, en relación con las circunstancias particulares de cada caso concreto. 

 

26.  En suma, el ordenamiento jurídico ha previsto el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho para verificar la legalidad de las actuaciones de la administración. Esta herramienta prevé, dentro 

de su estructura procesal, la posibilidad de decretar medidas cautelares que comprenden la suspensión 

provisional del acto administrativo objeto de reproche. No obstante, el juez constitucional debe determinar, en 

cada caso particular, si el mecanismo judicial ordinario es idóneo y efectivo, para la protección de derechos 

fundamentales.” 

 

En ese orden de ideas, debe recordarse que la naturaleza jurídica de la acción de tutela está justificada en la 

excepcionalidad de este mecanismo judicial, e igualmente en la subsidiariedad como principio básico que la identifica, 
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pues solo será viable como mecanismo de protección de derechos fundamentales en ausencia de vías judiciales 

ordinarios, y de manera excepcional, en presencia de estas vías, como mecanismo transitorio cuando se pretenda dar 

una protección inmediata para evitar un perjuicio irremediable; en consecuencia, analizando la situación fáctica 

planteada no se encuentran probados dentro del presente trámite constitucional los siguientes elementos : i) que el 

perjuicio sea inminente; ii) que las medidas para conjurarlo sean urgentes; iii) que el perjuicio sea grave; y iv) que como 

consecuencia de lo anterior la acción de tutela sea impostergable.   

 

En ese sentido, teniendo en cuenta que si bien la accionante manifiesta que le ha sido quebrantado los derechos a 

sus menores hijos por la exclusión del concurso “Reconocimiento y Premio a la Excelencia Académica”, lo cierto es 

que no logra acreditar mediante prueba sumaria un perjuicio irremediable, que por sus características de inminencia y 

gravedad requieran de medidas de protección urgentes e impostergables, afecte los derechos fundamentales aludidos, 

toda vez que no basta con la sola afirmación para presumir la vulneración de un derecho fundamental, sino que el 

solicitante debe sustentar su dicho mediante los elementos de juicio suficientes que le permitan al juez de tutela verificar 

su procedencia. 

DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL ORALIDAD DE SABANALARGA, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela instaurada por la señora MARGARITA ROSA 

GONZÁLEZ OSORIO, quien actúa en nombre de sus hijos Lucas de Jesus Vergara González, Valerie Vergara 

González, en Contra de Secretaria de Educación Departamental y Comité Organizador del Concurso Premio a la 

Excelencia Académica 2022, en atención a las consideraciones expuestas en esta sentencia.   

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE por el medio más eficaz, tanto a la parte accionante como accionada del resultado de la 

presente providencia. 

 

TERCERO: En firme dicha providencia, si no fuese impugnada dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su 

notificación de conformidad con el Art. 31 del decreto 2591 de 1991, remítase a la Honorable Corte Constitucional para 

su eventual revisión. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

ROSA A. ROSANIA RODRÍGUEZ 
JUEZ 
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